EL CONTRATO DE SERVICIOS CELEBRADO POR LOS ABOGADOS.-
La abogacía es una profesión libre e independiente que presta un servicio a la sociedad en interés público y que se ejerce en régimen de libre y leal competencia, por medio del consejo y la defensa de derechos e intereses públicos o privados, mediante la aplicación de la ciencia y la técnica jurídicas, en orden a la concordia, a la efectividad de los derechos y libertades fundamentales y a la justicia (artículo 1 del Estatuto General de la Abogacía)

Corresponde en exclusiva la denominación y función de abogado al licenciado en Derecho que ejerza profesionalmente la dirección y defensa de las partes en toda clase de procesos, o el asesoramiento y consejo jurídico.

Los abogados, en su ejercicio profesional, están sujetos a responsabilidad civil cuando por dolo o negligencia dañen los intereses cuya defensa les hubiere sido confiada, responsabilidad que será exigible conforme a la legislación ordinaria ante los Tribunales de Justicia, pudiendo establecerse legalmente su aseguramiento obligatorio.
En el ejercicio profesional, el abogado queda sometido a la normativa legal y estatutaria, al fiel cumplimiento de las normas y usos de la deontología profesional de la abogacía y al consiguiente régimen disciplinario colegial.
La Sentencia del Tribunal Supremo número 697/2003 (Sala de lo Civil, Sección Única) de 8 de julio, RJ 2003\4623, en su ratio o thema decidenci, al analizar los motivos casacionales, nos habla, en orden a la responsabilidad civil  por negligencia profesional de los abogados, de los daños y perjuicios indemnizables, en concreto y ad exemplum, del daño moral por la falta de interposición del recurso de casación preparado aun a pesar de las expresas instrucciones del cliente sobre el particular, si bien con desestimación del quantum en concepto de daño material por la nula probabilidad racional de que el recurso prosperase, y quedando constreñido éste a los gastos satisfechos en la casación, toda vez que los satisfechos en instancia y en la alzada no son susceptibles de reclamación al tratarse de un trabajo efectivamente realizado y no ser de aplicación por ende la excepción relativa a trabajo defectuosamente cumplido.
En este mismo sentido, y a mayor abundamiento, la Sentencia del Tribunal Supremo número 823/2003 (Sala de lo Civil, Sección Única) de 28 de julio, RJ 2003\5989, nos habla, en orden a la responsabilidad civil por negligencia profesional de los abogados y también de los  procuradores, en cuanto a la indemnización de daños y perjuicios causados, cuáles son los conceptos indemnizables y los criterios para su cuantificación, haciendo el distingo respecto a los daños materiales, y su improcedencia para su reclamación, la doctrina para la mayor o menor probabilidad de éxito del recurso frustrado en lo que concierne a los daños morales, toda vez que la aplicación de aquellos exige que el daño sea patente, extremo éste que como juicio de valor es susceptible de revisión para su apreciación o no.
La relación jurídica abogado cliente es una relación de servicios muy especial y compleja, que ni puede ni debe reducirse al tipo contractual de arrendamiento de servicios profesionales – aunque así rece el intitulado de la Hoja de Encargo Profesional signada al efecto entre el Letrado y el Cliente cuando ésta exista ex ante – ni tampoco puede ni debe reducirse a la categoría de un contrato de mandato retribuido.

Ello es así, por cuanto que ambas figuras – arrendamiento de servicios y mandato – no agotan de forma exhaustiva derechos y obligaciones correlativas derivadas de dicha relación de la que surgen distintos ligámenes y consecuencias ex articulado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley de Enjuiciamiento Civil, Estatuto General de la Abogacía y disposiciones complementarias.

En su actuación ante los Juzgados y Tribunales, los Abogados son libres e independientes, se sujetarán al principio de la buena fe, gozarán de los derechos inherentes a su función y serán amparados por aquéllos en su libertad de expresión y defensa.
Existen actividades o actuaciones que, aun realizadas dentro del marco de la profesión de abogado, difícilmente tienen encaje dentro de la esfera sensu stricto de una actividad profesional liberal, piénsese ad exemplum en aquellas que se desarrollan dentro de la organización de una empresa y con sujeción a unos honorarios fijos en concepto de retribución, que se pagan periódicamente de forma mensual, y que responden a una relación laboral más que mercantil o arrendaticia de servicios profesionales.

Surge en este último supuesto el problema de qué hacer cuando existe una resolución judicial en la que por haberse estimado, o desestimado en su caso, las pretensiones inclusas en los correspondientes suplicos – de la demanda o de la contestación en su caso – existe expresa condena en costas, en las que se incluirán en la correspondiente tasación judicial de las mismas, entre otros conceptos, los honorarios devengados por el letrado.

Efectivamente, la parte condenada al pago de las costas, so pretexto de la relación laboral preexistente del abogado con la parte que ha visto íntegramente estimada su pretensión, no puede argumentar el que no tiene por qué hacer frente a esos honorarios.


Las costas son, por definición, y existe jurisprudencia pacífica sobre la cuestión, un derecho de la parte. Consecuentemente, la parte condenada es ajena a la relación – laboral o mercantil – que pueda tener el abogado de la parte vencedora con ella y, por ende, no debe resultar beneficiada por la calificación jurídica de dicha relación.

Cuestión distinta es que determinadas partidas no sean susceptibles de ser repercutidas a la parte condenada al pago, habida cuenta que las mismas solo son susceptibles de ser reclamadas a la parte con quien se ha signado el correspondiente encargo profesional.

El contrato de servicios celebrado por los abogados puede en este extremo contemplar infinidad de supuestos y  clases y modos de retribución, con la solas limitaciones de las prohibiciones que desde el prisma colegial vengan impuestas a los colegiados – ad exemplum, prohibición del llamado pacto de cuota litis –
En conexión con lo que antecede, nos encontramos con la figura del procurador de los tribunales, como representante procesal de la parte, que es quien asume esa interlocución y representación del justiciable en los diferentes juzgados y tribunales.

Procurador de los tribunales que también puede estar incurso en responsabilidad para con su cliente por impericia o negligencia en su actuación profesional.

La Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de enero de 1.998 califica  jurídicamente la relación contractual entre abogado y cliente como la de contrato de prestación de servicios que define el artículo 1.544 del Código Civil.

La prestación de servicios, como relación personal intuitu personae incluye el deber de cumplirlos y un deber de fidelidad que deriva de la norma general del artículo 1.258 del Código Civil y que imponen al profesional el deber de ejecución óptima del servicio contratado, que presupone la adecuada preparación profesional y supone el cumplimiento correcto; de ello se desprende que si no se ejecuta o se hace incorrectamente, se produce el incumplimiento total o el cumplimiento defectuoso de la obligación que corresponde al profesional.
La responsabilidad del Abogado ha sido exigida en ocasiones en virtud de la pretendida función inherente del mismo como director del asunto de que se trate, exigiéndosele una labor de vigilancia de la actividad del procurador.

La relativamente reciente Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 27 de febrero de 2006 no comparte esta tesis, al declarar expresamente que el abogado director del asunto no tiene obligación de vigilancia sobre el cumplimiento de las obligaciones que corresponden a los procuradores.

Por su parte, el artículo 1.101 del Código Civil establece, al regular los efectos de las obligaciones contractuales, señala que quedan sujetos a indemnización de daños y perjuicios los que en el cumplimiento de sus obligaciones incurrieren en dolo, negligencia o morosidad, y los que de cualquier modo contravinieren el tenor de aquella.
Los requisitos que la jurisprudencia exige para que del cumplimiento contractual derive la obligación de resarcimiento de perjuicios a cargo del incumplidor son: obligación constituida, incumplimiento por el obligado y consiguiente causación efectiva de perjuicios derivados precisamente de ese incumplimiento en relación causa efecto (STS 10 de octubre de 1.990)

Siendo también jurisprudencia reiterada de nuestro más Alto Tribunal, en aplicación del artículo 1.104 del Código Civil, que para calificar de culposa una conducta, no sólo ha de atenderse a la diligencia exigible según las circunstancias de personas, tiempo y lugar, sino también al sector del tráfico o de la vida social en que la conducta se proyecte, y determinar si el agente actuó con el cuidado, atención o perseverancia exigibles y con la reflexión necesarias con vistas a evitar el perjuicio de bienes ajenos jurídicamente protegidos, contemplando no sólo el aspecto individual de la conducta humana, sino también su sentido social, determinado por la función de esta conducta en la vida común ( vid SSTS de 25 de enero de 1.985, 27 mayo de 1.982 y 8 de mayo de 1.986 )
En Madrid, a 18 de diciembre de 2006.-
Firmado: Roberto Fernández Blanco.- Abogado
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